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Gobiernos provinciales como 
facilitadores del desarrollo

Jeannette Sánchez Zurita

Hasta mediados del siglo XX, la vida en el Ecuador fue predomi-
nantemente rural, y, aunque actualmente más del 60% de la población 
ecuatoriana vive en las ciudades, los territorios rurales cubren la mayor 
porción del país y son germinadores de los recursos necesarios para la 
vida humana: agua, alimentos, tierra, oxígeno, energía y minerales, en-
tre otros.

En la actualidad, los territorios rurales están sujetos a una intensa 
influencia de las ciudades y de los territorios urbanos. Las ciudades mo-
dernas son concentraciones de personas y de actividades económicas en 
pequeñas áreas geográficas que no producen gran parte de sus medios 
fundamentales de subsistencia, en especial agua y alimentos, pero que 
concentran una enorme demanda por estos recursos originados por 
fuera de sus asentamientos (Ramírez y de Aguas, 2016). En este contex-
to se enmarcan las relaciones urbano-rurales, en las cuales los gobiernos 
provinciales tienen la capacidad de vincular el espacio urbano con el 
rural fomentando el desarrollo territorial más allá de los límites admi-
nistrativos. De ahí su importancia principal. 

Importancia de los gobiernos 
provinciales en el desarrollo del país 

La Constitución de 1861 estableció el régimen administrativo del 
Ecuador y creó los cimientos de la organización territorial del Ecuador 
tal como la conocemos actualmente. Es así que se dividió el territorio en 
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provincias, municipios y juntas parroquiales (Ecuador, 1861, Art. 94). 
En la actualidad, el territorio del Ecuador consta adicionalmente de re-
giones, además de las provincias, cantones y juntas parroquiales rurales 
(R. Ecuador, 2008, Art. 240). La normativa vigente define a las provin-
cias como «circunscripciones territoriales integradas por los cantones 
que legalmente les correspondan» (Ecuador, COOTAD, 2010, Art. 17), y, 
al igual que el resto de circunscripciones territoriales, cuenta con un go-
bierno autónomo descentralizado y competencias exclusivas  (Ecuador, 
COOTAD, 2010, Art. 28). En este marco, cabe analizar la importancia de 
los gobiernos provinciales en el desarrollo del país. 

Competencias exclusivas de los gobiernos  
autónomos descentralizados provinciales (GADP)

1.	 Planificar el desarrollo provincial y formular los corres-
pondientes planes de ordenamiento territorial de mane-
ra articulada con la planificación nacional, la regional, la 
cantonal y la parroquial, en el marco de la intercultura-
lidad y la plurinacionalidad y el respeto a la diversidad.

2.	 Planificar, construir y mantener el sistema vial de ámbi-
to provincial, sin incluir las zonas urbanas.

3.	 Ejecutar, en coordinación con el gobierno regional y los 
demás gobiernos autónomos descentralizados, obras en 
cuencas y microcuencas.

4.	 La gestión ambiental provincial.
5.	 Planificar, construir, operar y mantener sistemas de rie-

go de acuerdo.
6.	 Fomentar las actividades productivas provinciales, es-

pecialmente las agropecuarias.
7.	 Gestionar la cooperación internacional para el cumpli-

miento de sus competencias.
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Las provincias, como el nivel intermedio de la división admi-
nistrativa del territorio, y debido a sus competencias administrativas y 
territoriales, tienen la capacidad de vincular el espacio urbano con el 
rural, situación que no tiene ningún otro nivel de gobierno. 

En este sentido, los gobiernos provinciales, pueden hacer el em-
pate entre los procesos de desarrollo urbano y rural. Les corresponde 
pensar en la región incluso más allá de las provincias, y más allá de los-
límites urbanos para tener capacidad de entender las dinámicas eco-
nómicas, sociales y culturales y poder planificar la gestión de recursos 
naturales clave como el agua, y el desarrollo productivo en su ámbi-
to territorial rural provincial, pero debidamente articulado sectorial y 
espacialmente. Los gobiernos provinciales pueden pensar el territorio 
más allá de la provincia y más allá de la clasificación urbana que tienen 
los municipios o el encasillamiento completamente rural que tienen las 
juntas parroquiales. Por tanto, es relevante la discusión alrededor de la 
importancia de los GADP en la división administrativa del territorio, y 
las potencialidades y desafíos de coordinación de las políticas públicas 
con los otros niveles de gobierno, incluyendo el nivel central. 

Desde la visión de quien hace gestión pública y sus alcances, cuan-
do el gobierno central implementa las distintas políticas públicas, existe 
la tendencia, desde el nivel central, a mirar el impacto de la política so-
bre todo desde el ámbito sectorial y no tanto desde la mirada territorial. 
Este desfase genera dificultades en la implementación de las diferentes 
políticas en el territorio cuando no se busca una articulación en el nivel 
local o regional, a través de los entes administrativos competentes. Esta 
situación puede revertirse a través de la participación de los gobiernos 
intermedios, facilitando la vinculación de las políticas sectoriales con 
los instrumentos de política territorial.

Como ya se mencionó, los gobiernos intermedios pueden solven-
tar el señalado desfase, resolviendo en el territorio la aplicación de la po-
lítica pública de los distintos niveles de gobierno, a través de la coordi-
nación en su implementación relacionándola con los actores concretos, 
alertando las dificultades y resolviendo las tensiones que normalmente 
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ocurren. Debido a su alcance territorial y su ámbito de acción, es más 
fácil para estos niveles de gobierno llegar a acuerdos con los agentes 
en territorio. En este sentido, se facilita hacer las articulaciones con las 
medidas sectoriales, incluyendo las necesidades y las intervenciones 
propias del gobierno territorial por sujeto económico en su territorio 
concreto. A nivel territorial, se pueden incorporar en la implementación 
de las políticas públicas las diferentes visiones de los actores socioeco-
nómicos relevantes, entre las que se puede mencionar la visión de los 
agricultores, los campesinos, los operadores turísticos, las personas que 
hacen el manejo de cuencas de agua, así como de los recursos naturales. 
En función de la mirada territorial de la provincia, de su proyección y 
su visión para el desarrollo, es posible captar y movilizar los recursos 
centrales, locales y regionales adecuadamente. 

Evidentemente existen unas competencias establecidas por la 
Constitución, las cuales delimitan los niveles de actuación por tipo de 
GAD, pero, más allá de sus competencias administrativas, y de la mano 
con su función de planificar y promover el desarrollo provincial, los 
gobiernos provinciales pueden articular la acción estatal su territorio. 
En este punto, también es trascendente que los gobiernos provinciales se 
plantean el desarrollo de su provincia en una visión más integrada que 
reconozca su proyección en la región y en el país, yendo más allá de los 
límites administrativos.  

Cabe destacar que la escala provincial permite razonar la plani-
ficación de manera integral y facilita resolver las tensiones que siempre 
gravitan en la planificación nacional y local. Por un lado, desde el Go-
bierno central se presenta normalmente una visión sectorial, por la ló-
gica inercial de la escala, y su necesidad de intervenir en todo el espacio 
nacional, siempre resulta difícil superar la tensión entre la entrada sec-
torial o la entrada territorial. En cambio, desde los gobiernos locales, so-
bre todo Municipios y Juntas Parroquiales, sus ámbitos, si bien territo-
riales, son muy acotados, es más difícil pensar las dinámicas regionales. 
En cambio, desde los gobiernos intermedios, es más factible tener una 
mirada integral de desarrollo en sus distintas dimensiones, en especial 
las socioeconómicas. La economía en el nivel intermedio tiene dinámi-
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cas de acumulación y desarrollo que no se circunscriben a los límites 
administrativos. Esta dinámica económica no se explica únicamente a 
partir de las ciudades y no son sólo a partir del campo. Normalmente 
se establecen redes y subsistemas que unen el campo a la ciudad y que 
incluso van más allá de las provincias. Por otra parte, es más factible 
apoyar la coordinación de las intervenciones centrales, en una escala 
de territorio suficiente para pensar las dinámicas socioeconómicas con 
mayor alcance y concreción a la vez. La planificación desde este nivel 
de gobierno permite identificar, por ejemplo, las dinámicas económicas 
que unen el campo y la ciudad a través de cadenas productivas, identi-
ficando sus principales mercados tanto de insumos como de productos 
finales. Desde este punto de vista, es importante estudiar la planifica-
ción desde un nivel intermedio de gobierno. 

El accionar del Gobierno Provincial de Tungurahua ejemplifi-
ca lo antes señalado. La asamblea provincial de Tungurahua convoca 
tanto a la población del área rural como de las ciudades. Cada una de 
las personas acude a la cita con sus problemáticas específicas y sus in-
terrelaciones, y se tratan temas de interés común. Así se analizan los 
problemas de empleo, el tema del manejo del agua y las necesidades de 
infraestructura. En las asambleas provinciales se discute, por ejemplo, 
el trabajo de los campesinos migrantes en las ciudades, el acceso de los 
productores a los diferentes mercados, en especial al de Ambato, cómo 
proveen los artesanos al mercado local o la pequeña empresa y qué se 
necesita para asegurar que la provincia atienda las necesidades del mer-
cado no sólo a nivel local, sino además fuera de la provincia y a nivel 
nacional. Tungurahua, desde este punto de vista, es un buen ejemplo 
práctico de cómo se puede mejorar la relación entre el Gobierno central 
y el nivel provincial.

Relación entre el gobierno central y el gobierno provincial

La relación entre el Gobierno central y el gobierno provincial 
debe ser muy estrecha, para lograr un trabajo conjunto óptimo, pero el 
éxito depende mucho del nivel de madurez de la institucionalidad del 
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gobierno provincial. En el caso de Tungurahua, por mantener el ejem-
plo, también existen otros casos, existe la fuerza para convocar al Go-
bierno central, a tal punto que los secretarios de Estado, cuando visitan 
la provincia, normalmente consideran la visita a la autoridad provincial 
que se reconoce como un referente importante de los actores y procesos 
socioeconómicos en ese territorio. El nivel de organización y planifica-
ción de la provincia es tal que el Gobierno central debe coordinar los 
requerimientos de la provincia, los que son priorizados y discutidos en 
asambleas participativas. De hecho, frente a cualquier iniciativa fuera 
de la planificación de la provincia, se privilegian las necesidades iden-
tificadas por su organización. Desde el punto de vista de la gestión y la 
articulación con el territorio desde el nivel nacional, se debe negociar 
con el gobierno provincial de Tungurahua, puesto que su institucio-
nalidad y su proceso político implican una ciudadanía fortalecida y la 
legitimidad de su propia institucionalidad y autoridades territoriales. 
Este empoderamiento de los agentes legitima su interlocución y sus 
propuestas y permite a su vez un nivel de negociación con la autoridad 
central que no siempre se logra en otras provincias. Es así que desde el 
nivel provincial se logra realizar articulaciones que normalmente fina-
lizan en adecuadas sinergias. Normalmente, el gobierno provincial de 
Tungurahua se concentra en las ciudades más pequeñas y parroquias 
rurales, mientras que el Municipio se concentra en la ciudad, y para los 
fines del desarrollo provincial, se articulan ambos niveles de gobierno 
y se busca la coordinación con el gobierno central. Cuando se requiere 
resolver temas concretos que ameritan movilizar recursos tangibles o 
intangibles de los distintos niveles de gobiernos se hace un trabajo con-
junto. Un ejemplo concreto son las acciones coordinadas para resolver 
los problemas de acceso al agua1. Existen otros ejemplos interesantes 
de articulación, como los sistemas cooperativos en el plano financiero 

1	 Las fuentes de agua de la provincia están en el campo y las necesidades de provi-
sión, en las ciudades. Por estas circunstancias, hay ocasiones en las que el Muni-
cipio de Ambato ha financiado y apoyado la construcción de ciertos canales, por-
que su puesta en marcha redunda en beneficio de la ciudad de Ambato. En estas 
circunstancias, se apoyaba en las externalidades positivas del manejo de recursos 
de la ruralidad.
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y productivo, que entrelazan lo urbano y lo rural, que han provocado 
que las autoridades de distinto nivel territorial trabajan en conjunto su-
perando ideologías y temas netamente coyunturales. Cabe resaltar, que 
todo ello es posible porque se construye agendas verdaderamente ciu-
dadanas en las que participan los actores clave de la socioeconomía pro-
vincial, se cuenta con instituciones relativamente sólidas y autoridades 
son legítimas. Finalmente, se puede decir que la Asamblea Provincial en 
Tungurahua es la expresión más amplia y diversa de la participación. 
En ella se encuentran todos los representantes de la gestión ejecutiva, 
los gobiernos seccionales y las organizaciones sociales y económicas 
del territorio. El éxito de la Asamblea Provincial de Tungurahua trae a 
colación la necesidad de conocer cuáles son los factores de éxito de la 
mencionada experiencia.

¿Qué es y cómo funciona la Asamblea Provincial de Tungurahua?

La Asamblea Provincial de Tungurahua es la expresión más 
amplia y diversa de la participación, en la que se encuentran todos 
los representantes de la gestión ejecutiva, los gobiernos seccionales 
y las organizaciones sociales del territorio. Es un espacio incluyente, 
en el que se reúnen voluntariamente los denominados Parlamentos 
Agua, Trabajo y Gente durante todo el año, siendo la Asamblea el 
hito de llegada para presentar resultados y rendición de cuentas y 
renovar esfuerzos y compromisos. 

El Parlamento Agua es el espacio de participación ciudadana 
encaminado a velar por el cuidado y la protección de los recursos 
naturales de la provincia de Tungurahua. Es el encargado de coor-
dinar los esfuerzos institucionales bajo la demanda de los diferentes 
grupos de interés: páramos, agua potable, agua de riego (riego agro-
pecuario), contaminación y saneamiento. Los debates y los foros 
tienen resultados que inciden en las planificaciones parroquiales, 
municipales y del Gobierno Provincial de Tungurahua. Las pro-
puestas tienen relación con otras estrategias, como la agropecuaria 
y la de Turismo. Adicionalmente, su trabajo se relaciona con las ca-
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denas productivas, el Fondo de Páramos de Tungurahua y Lucha 
Contra La Pobreza (FMPTLP). Entre ellas está el seguimiento a la 
implementación de los planes de manejo de páramos, planes de 
manejos de cuenca, socialización a regantes del proyecto integral 
de riego provincial, adecuación de la infraestructura de distribu-
ción y uso del agua, reducción de la contaminación, educación 
ambiental y optimización de la gestión del agua. 

El Parlamento Trabajo genera iniciativas que permiten 
mejorar sus condiciones de producción y, así, disminuir el desem-
pleo, evitar la migración hacia otras ciudades y mejorar sustan-
cialmente las condiciones de vida en los sectores urbano y rural. 
Sus ejes de trabajo son: i) Estrategia Agropecuaria de Tungurahua; 
ii) Estrategia Provincial de Turismo, y iii) Agenda de Productivi-
dad y Competitividad de Tungurahua.

El Parlamento Gente está basado en el marco legal vigente, 
que plantea no sólo la responsabilidad de los gobiernos autónomos 
descentralizados para garantizar que los temas sociales sean tratados 
con prioridad e importancia, sino también la obligatoriedad de ar-
ticulación de las agendas parroquiales, a lo cantonal y lo provincial. 

Mecanismos que explican el éxito:  
elementos de una institución provincial fuerte

Tungurahua trabajó muy oportunamente en organizar a la gente, 
por tanto, es un caso especial. Sin embargo, no se puede hablar de una 
provincia fuerte si no existe una identidad clara. En Tungurahua es fun-
damental la identidad de la región, la misma que fue edificada a partir 
de procesos de construcción de identidades territoriales. Se requiere, en 
consecuencia, trabajar muy activamente en la parte cultural, para cons-
truir referentes comunes.

El caso de la provincia de Tungurahua es interesante, puesto que 
su sentido de identidad se construyó a partir de una catástrofe natural: 
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el terremoto de 1949. Desde entonces, la población se unió en pro del 
desarrollo de la provincia porque, frente a la sensación de crisis y des-
trucción material, la gente se sintió llamada a emprender de nuevo, a 
construir, a ponerse de acuerdo. En este sentido, una fuerte identidad 
territorial es importante a nivel cultural y político, por su puesto los 
factores que catalicen ello pueden ser distintos en cada territorio. Otro 
factor importante es el de la institucionalidad, no hay posibilidad de 
promover el desarrollo sin una adecuada institucionalidad con capa-
cidades y legitimidad para propiciar las transformaciones que sean del 
caso. En el caso que se cita de ejemplo, Tungurahua, la catástrofe referi-
da y el deseo de superación jugaron un rol en el impulso y la legitimidad 
de la institucionalidad local y provincial. Las mencionadas condiciones, 
por supuesto, no existen en todas las provincias, por tanto, es menester 
reconocer, valorar e impulsar la construcción de identidades territoria-
les de otro tipo. Lo que si resulta ineludible es fortalecer las instituciones 
y promover una fuerte vocación a participar en los temas de la ciudad.  
La existencia de buenos líderes tampoco es un tema menor, resulta in-
dispensable y para ello es importante vigorizar los espacios de construc-
ción de cuadros técnicos y políticos . Indiscutiblemente, los líderes de la 
provincia de Tungurahua, en su momento, pusieron su impronta en el 
impulso de lo que se ha considerado un caso exitoso de planificación y 
articulación de políticas para el desarrollo territorial.

El 5 de agosto de 1949 se produjo el sismo conocido como Te-
rremoto de Ambato, o de Pelileo, en la provincia de Tungurahua, el 
cual tuvo alto potencial destructivo debido a la generación de grandes 
deslizamientos. El terremoto ocurrió a las 14h08 (tiempo local) y su 
epicentro se ubicó en una falla al sur del nido sísmico de Pisayambo, 
aproximadamente a 20 km nororiente de Pelileo. La magnitud cal-
culada en función de las intensidades generadas fue de 6,8 con una 
profundidad menor a 15 km (Geofísico 2016). El terremoto repre-
sentó la pérdida del 76% de las casas, la interrupción de todas las vías 
de comunicación con los demás cantones y varias parroquias. Este 
fenómeno natural implicó la destrucción de los canales de riego, la 
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paralización de los servicios eléctricos, la desorganización de sus ac-
tividades industriales y la paralización de gran parte de su comercio 
(Sancho de la Torre 2015, 113). 

El terremoto ocurrió luego de la denominada Revolución 
de Mayo de 1944, cuando los ciudadanos en asambleas populares 
pudieron designar a sus representantes en la reorganización de los 
consejos cantonales. Miembros de los partidos socialistas y comu-
nistas rompieron con la hegemonía política de la región y se eligió 
como alcalde al socialista Neptalí Sancho Jaramillo, quien provo-
có distintas reacciones: por un lado, a favor de la designación por 
parte de los obreros y el recelo por parte de los grupos tradiciona-
les de la sociedad tungurahuense (Sancho de la Torre 2015, 102). 

El sismo llegó cuando faltaban cuatro meses para las eleccio-
nes del nuevo alcalde de la ciudad de Ambato. Lo antes señalado es 
tomado en cuenta por las autoridades nacionales bajo la figura de 
Galo Plaza Lasso. Para Sancho de la Torre, una de las razones por las 
cuales el Gobierno de Galo Plaza Lasso asumió las tareas de recons-
trucción desde el Gobierno central fue para tratar de minimizar las 
posibilidades de que se acrecentara la popularidad de un gobierno 
municipal socialista enfrentando las tareas de reconstrucción. 

En este marco, la reconstrucción de las zonas devastadas fue 
dirigida por personas de confianza del presidente, habiendo nom-
brado, por ejemplo, a Sixto Durán Ballén como subdirector del 
Plan Regional de Tungurahua y encargado del proyecto de la re-
construcción de Ambato. Los vínculos del presidente Plaza Lasso 
con organismos internacionales influyeron para que llegara ayu-
da internacional, como la Cruz Roja. De igual forma llegaron los 
medios de comunicación con cobertura nacional. En este marco, 
entidades con experiencia internacional evaluaron el costo rela-
cionado con los daños causados. Los cálculos arrojaron un monto 
de 100 millones de dólares. Aunque se recibieron algunas contri-
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buciones, sólo se contaba con el 10% de lo que se necesitaba para 
un programa de máxima aspiración (Paz y Miño Cepeda 2005). 
Frente a la magnitud del evento, la restricción de recursos y las 
demandas ciudadanas, el gobierno local, a través del alcalde y del 
Concejo de Ambato, asumió el control de la ciudad y colaboró 
con la Comisión de Reconstrucción nombrada por el presiden-
te de la República y todas las demás autoridades y corporaciones 
empeñadas en el resurgimiento de la ciudad de Ambato. A tra-
vés de la creación de comités barriales, se inició el levantamiento 
de escombros y se veló por la higiene y el control del reparto de 
subsistencias en su sector. Se iniciaron las mingas populares para 
la reconstrucción de los barrios y parroquias y, para recuperar el 
ánimo de la población, se organizaron desfiles ciudadanos en los 
cuales participaron organizaciones gremiales y barriales, autori-
dades y población en general. 

Ocho mil personas desfilaron en las calles de la ciudad destruida. 
Esta manifestación cívica tenía por objeto reafirmar el valor y la en-
tereza del pueblo ambateño. Ante los restos de Juan Montalvo y con 
la frente erguida se realizó un juramento histórico. […] la prensa 
local refirió el momento de unción cívica, en que la ciudadanía 
ambateña se rebela contra el desastre y mostraba su decisión de 

enfrentar y vencer la adversidad. (Sancho de la Torre, 2015, p. 119)

En este contexto, aunque la gestión de la Comisión de Re-
construcción no escapó a las especulaciones por supuestos desvíos 
de las donaciones y la entrega de obras a personas cercanas, no 
hubo una acusación formal, aunque sí informes de por parte de 
los organismos de control. 
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Más allá del caso de Tungurahua, se puede mencionar otras ex-
periencias importantes en la acción coordinada de las instituciones y 
actores socioeconómicos para el desarrollo en territorio. Cabe resaltar, 
por ejemplo, la provincia del Azuay y la provincia de Loja, donde existe 
un factor común que aporte al desarrollo de las provincias y las regio-
nes: la presencia de una vinculación entre el conocimiento generado en 
las universidades con el desarrollo de la provincia y sus ciudades. Las 
universidades de Loja y de Cuenca son emblemáticas, en ese sentido, 
puesto que están comprometidas con su sociedad y su comunidad, si-
tuación que no se repite en todas las ciudades. Tanto en Loja como en el 
Azuay, las universidades contribuyen al progreso productivo a través del 
mejoramiento de ciertos procesos, entre los que se pueden mencionar la 
producción de lácteos y el desarrollo de softwares para el mejoramiento 
de la producción, entre otros. En este sentido, la universidad cumple un 
papel importante vinculando el conocimiento científico con las nece-
sidades de desarrollo local, articulando para ello redes internacionales, 
respaldos de universidades europeas y estadounidenses con la investiga-
ción aplicada, situación que marca una diferencia en términos de for-
mación de cuadros y conocimiento para la solución de los problemas 
concretos de la sociedad, a la vez que eleva el nivel de información y el 
debate y mejora la toma de decisiones, tanto a nivel ciudadano como a 
nivel institucional y a nivel político. 

Tanto en Azuay como en Loja, es importante resaltar su historia. 
La vinculación de las universidades de larga trayectoria con el desarrollo 
de la provincia, así como la relativa fortaleza de sus instituciones loca-
les, tienen que ver también con el hecho de haber estado, por mucho 
tiempo, separados del resto del territorio nacional, lo que obligó a que 
la sociedad implementara fuentes endógenas de desarrollo, impulsando 
para ello, entre otros, sus instituciones.

El caso reciente de la tragedia en Manabí también ha marcado 
un hito en la ciudad. Si bien es todavía temprano para interpretar su 
impacto en el proceso social y cultural de este territorio, si puede resal-
tarse, que luego del terremoto del año 2016, la provincia ha utilizado 
sus bases previas, su cultura de trabajo y su fuerte sentido de identi-
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dad para resurgir. En medio de la tragedia se ha generado una fuerza y 
dinámica propia, que, junto al apoyo nacional para su reconstrucción, 
esperamos redunde en su resurgimiento y desarrollo. Todo el proceso 
de reconstrucción de la provincia ha permitido que se active más or-
ganizadamente la ciudadanía, y ahí la importancia y el rol del gobierno 
provincial,  su adecuada participación puede marcar la diferencia en 
el momento de planificar la reconstrucción y articular todos los secto-
res alrededor de unas pautas de desarrollo luego del desastre natural. El 
gobierno provincial puede tener un papel clave, por ejemplo, frente a  
los proyectos multipropósitos desarrollados por el Gobierno Nacional, 
que permitirían mejorar la productividad y la producción agrícola en 
la zona, pero para ello, es fundamental una adecuada organización de 
los productores y la inclusión ordenada y adecuada a los beneficios del 
riego. Manabí puede surgir con mayor fuerza y vehemencia, si bien exis-
te un contexto macroeconómico menos favorable al que Ecuador tuvo 
durante la última década. Cabe, entonces, preguntarse si la cooperación 
entre el sector público y el privado brindará un horizonte distinto en la 
etapa actual del ciclo económico del país.

Cooperación pública privada:  
oportunidad en una etapa de transición 

Las circunstancias iniciales del gobierno de Rafael Correa han 
cambiado en los últimos diez años. Las condiciones del ciclo económico 
favorable ya no existen actualmente. En estas circunstancias, el Estado 
debe generar los escenarios para movilizar recursos provenientes de 
otras fuentes, como, por ejemplo, los recursos de la inversión privada y 
de la sociedad en los procesos de desarrollo. 

En este punto es interesante analizar cómo se pueden construir 
obras a nivel local a través de las alianzas público-privadas con el sector 
empresarial o el sector de la economía popular y solidaria, partiendo de 
las lecciones aprendidas en la experiencia local y de la internacional. En 
este contexto, y como una alternativa de financiamiento para la provi-
sión de bienes, obras y servicios, el Gobierno de Rafael Correa promulgó 
en diciembre de 2015 la Ley Orgánica de Incentivos para Asociaciones 
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Público-Privadas. La mencionada norma tiene como ámbito general la 
provisión de bienes, obras o servicios por parte del Gobierno central y 
de los gobiernos autónomos, que pueden ser delegados a las asociacio-
nes público-privadas, ya sea para la ejecución de un proyecto público 
específico y su financiamiento total o parcial, como para la provisión 
de bienes, obras o servicios, a cambio de una contraprestación por su 
inversión, su riesgo y su trabajo, de conformidad con los términos, con-
diciones, límites y más estipulaciones previstas en el contrato de gestión 
delegada (R. d. Ecuador, 2015). 

Sin embargo, la delegación por parte de los gobiernos autónomos 
a un gestor privado implica una capacidad institucional formada para 
el efecto. En este sentido, los gobiernos provinciales deben contar con 
técnicos especializados, que tengan capacidad de negociación y regula-
ción, con abogados formados en el ámbito de la contratación delegada 
que conozcan las experiencias internacionales y que estén preparados 
para resolver controversias contractuales en tribunales internacionales.

Al igual que en el Ecuador, varios países de América Lati-
na consideran las asociaciones público-privadas como una opción 
frente a la escasez de recursos para inversión en bienes y obras de 
infraestructura. Actualmente, las alianzas público-privadas consti-
tuyen un instrumento importante para movilizar recursos y crear 
nueva inversión. En la región, este mecanismo se aplica en diversos 
sectores, como transporte, energía, telecomunicaciones y agua y 
saneamiento, y en gran variedad de proyectos, como la construc-
ción y la operación de carreteras, puertos, puentes, canales, aero-
puertos, redes ferroviarias y gestión de residuos. Como en todo 
instrumento de política pública, existen ventajas y desventajas en 
su aplicación. Una de las principales ventajas radica en que permi-
te financiar la inversión en infraestructura sin presionar el espacio 
fiscal de los gobiernos, ya que se movilizan recursos financieros 
privados, pero además se aprovechan los conocimientos técnicos 
del sector privado, la introducción de tecnología e innovación y 
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Economía popular y solidaria como una opción  
de alianza público privada

La economía popular y solidaria es una opción de alianza públi-
co-privada. La economía ecuatoriana está compuesta por varios actores 
y formas organizativas. La Constitución vigente en el país establece tres 
formas de organización económica: pública, privada (empresarial) y la 
economía popular y solidaria, que incluye a las finanzas populares. Exis-
ten desafíos estructurales muy importantes en la especialización pro-
ductiva, en los sistemas distributivos y en la sostenibilidad de la econo-
mía del país, por lo que la transformación debe incluir todas esas formas 
organizativas y sus particulares articulaciones. 

Históricamente, la economía ecuatoriana ha sido plural y hete-
rogénea, y en ella han interactuado distintas formas de organización 
económica que, aún en medio de la hegemonía capitalista, no sólo sub-
sisten, sino que han logrado desarrollar además formas de organización 
económica popular y solidaria que se articulan, o no, con la economía 
pública y la economía privada de corte más empresarial.

En ese contexto, existe una importante base de organizaciones po-
pulares, solidarias o no, que han subsistido históricamente, tanto como 
respuesta a la insuficiente articulación y demanda laboral de las empre-
sas capitalistas, y/o como herencia cultural y organizativa de las distin-
tas localidades o pueblos: cooperativas de ahorro y crédito, cooperativas 
productivas, de vivienda o de servicios, juntas de riego y asociaciones de 
consumidores y productores, entre otras, tanto en el sector rural como 
en el urbano, y con población indígena y no indígena. De acuerdo a la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, el país cuenta con 8 

una provisión más eficiente y un servicio público de mayor calidad, 
situación que favorece a los usuarios finales. 

Las desventajas radican en la naturaleza compleja en térmi-
nos de distribución de riesgos, los costos y, en especial, la negocia-
ción de contratos (CEPAL, 2015). 
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154 organizaciones de economía popular y solidaria (EPS), distribuidas 
de la siguiente manera: 7 237 en el sector real de la economía, mayorita-
riamente cooperativas de servicios y asociaciones de producción (4 728 
asociaciones, 2 451 cooperativas, 53 organismos de integración y 5 orga-
nizaciones comunitarias), y 917 en el sector financiero (916 cooperativas 
de ahorro y crédito, con 5 millones de socios y una caja central). Esta 
información no incluye las cajas ni los bancos comunales, que se estima 
que serían alrededor de 12 000 organizaciones. De este modo, se puede 
advertir que los actores de la EPS representan una parte importante de la 
población económicamente activa (PEA) del país (Sánchez, 2016).

Lo antes señalado demuestra la existencia de una red poderosa de 
gente que brinda servicios productivos y financieros en los territorios, la 
que, con una justa valoración por parte del Estado, puede asumir varias 
de las tareas que fueron asignadas en su momento a las instituciones 
públicas. La existencia de fundaciones, cooperativas y universidades lo-
cales que tienen un conocimiento sobre la realidad productiva local y 
logran, a través de la construcción de redes, trabajar con los diferentes 
actores (por ejemplo, campesinos, pequeños y medianos productores) 
puede ser una de las formas de asociación pública-privada. Alianzas que 
no incluyen únicamente los grandes constructores ni grandes empresa-
rios, sino también redes de proveedores de servicios con un potencial 
diferente y con presencia en el territorio. Este desafío implica una nueva 
forma de pensar la política pública, ya no desde un ámbito centralizado 
en el nivel nacional, sino desde el territorio, con políticas públicas im-
pulsadas por los actores en territorio resolviendo los problemas hetero-
géneos que les caracterizan. 

Un ejemplo de lo antes señalado es el modelo cooperativista im-
pulsado desde el año de 1970 en el pueblo de Salinas de Guaranda, en 
la provincia de Bolívar. Con el apoyo de voluntarios extranjeros y de 
la Misión Salesiana, se pasó de un pueblo sin cultura organizativa y 
productor de sal a un pueblo organizado y agroindustrial, habiéndose 
convertido en referente para la provincia y el país. En la actualidad, el 
modelo se organiza alrededor del Grupo Salinas, que está conformado 
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por Funorsal como instancia de coordinación de todas las cooperati-
vas salineras. Al mismo tiempo se afianzó la instancia de diversificar 
formalmente las organizaciones centrales en vista de la diversidad de 
los objetivos: i) Producoop, para impulsar la producción de derivados 
lácteos; ii) Texsal, para la promoción laboral y social de la mujer; iii) 
FUGJS, para la atención específica a la juventud; iv) Fundación Familia 
Salesiana, para objetivos pastorales, de salud y educación, y v) CONA y 
Centro de Exportaciones, que surgieron para cubrir la comercialización 
tanto a nivel interno del país como para el exterior. 

Tomando como referencia la estructura antes citada, se puede 
establecer un modelo de alianzas en el que el Estado construya instru-
mentos que faciliten la labor de las diferentes instancias antes citadas. 
Así, por ejemplo, el Estado puede crear herramientas e instrumentos, 
como los sistemas de información, y desde el territorio buscar cómo 
incidir en las distintas dinámicas económicas, y es en este espacio que la 
importancia de las autoridades locales se hace presente. En este sentido, 
el Estado puede generar alternativas, como los fondos concursables y 
financiamiento para fortalecimiento de capacidades, entre otras posi-
bilidades, y son las instancias privadas en los territorios concretos las 
que, con su experiencia y su conocimiento, pueden movilizar diferentes 
acciones en beneficio y desarrollo de esos territorios. 

Sin embargo, el escenario antes descrito es factible si existe lide-
razgo y legitimidad. Los consejos provinciales y los prefectos  pueden y 
deben presentarse y ser reconocidos por la ciudadanía como autorida-
des respetables, con sentido de convocatoria, y estar rodeados de equi-
pos técnicos competentes. En tal sentido, se requiere fortalecer mucho 
la institucionalidad y los liderazgos. 

 Finalmente, las alianzas público privadas pueden ser una fuente 
de financiamiento para los requerimientos de los gobiernos provincia-
les, puesto que sus escasas facultades tributarias hacen que su posición 
sea extremadamente dependiente de las transferencias por parte del Go-
bierno central. A pesar de que existe el mecanismo de la contribución 
especial por mejoras para los gobiernos provinciales, su puesta en mar-
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cha muestra la dificultad que tienen para mejorar sus ingresos propios. 
En las mencionadas condiciones, se dificulta el fortalecimiento de los 
gobiernos provinciales.

En conclusión

Los niveles intermedios de gobierno tienen un potencial muy 
grande para el desarrollo local y el regional. Sin embargo, esta capaci-
dad requiere de al menos tres características básicas. En primer lugar, un 
fortalecimiento institucional que tenga como cimiento la identidad y el 
sentido de pertenencia. En segundo lugar, contar con el involucramien-
to y participación de los actores socioeconómicos clave del territorio. 
En tercer lugar, una relación cercana a la academia para que, a través de 
las universidades, se genere el respaldo y el conocimiento científico para 
mejorar procesos locales de desarrollo. Eso pasa por el fortalecimiento 
de las redes de profesionales. Por otro lado, los gobiernos intermedios 
deben gestionar la creación de institutos tecnológicos, así como insti-
tutos de educación superior y las universidades de buena calidad en el 
territorio, con el objetivo de que los jóvenes tengan opciones locales y 
fortalecer así la relación sociedad, academia y gobierno local. 

Finalmente, se necesita institucionalidad y liderazgo local, no úni-
camente a nivel del gobierno provincial, sino además a través de la red 
de otras instituciones. Se requieren institutos técnicos, buenas escuelas, 
buenas universidades, buenas cooperativas, buenas organizaciones de la 
sociedad civil. Se requiere conectar y movilizar las varias inteligencias y 
recursos, desarrollar el conocimiento colectivo en apoyo a la resolución 
de los problemas del territorio. En este aspecto, el gobierno local juega 
un papel importante no sólo como articulador local, sino también con 
las otras instancias de gobierno.
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